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Señor: 

JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ORAL DE POPAYAN  (REPARTO) 

 

E.  S.  D. 

 

Referencia: Lesividad 

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho  

Demandante:  Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES. 

Demandado:  MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY     CC:          34535127 

 

 

ANGELICA COHEN MENDOZA, mayor de edad, identificada con la CC No. 

32.709.957 de Barranquilla, abogada en ejercicio y portadora de la tarjeta profesional 

número 102.786 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de 

apoderada de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIÓNES – 

COLPENSIONES, empresa industrial y comercial del estado, identificada con NIT  

900336004-7, conforme poder otorgado mediante Escritura Pública número 0395 

del 12 de febrero de 2020, otorgada en la notaría Once del círculo de Bogotá,  anexa 

a la presente demanda; de manera respetuosa  presento ante su Despacho 

DEMANDA ORDINARIA – MEDIO DE CONTROL  DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

DEL DERECHO – LESIVIDAD, fundamentado en lo siguiente: 

 

LA DESIGNACIÓN DE LAS PARTES Y DE SUS REPRESENTANTES. 

 

LA PARTE DEMANDANTE.  

 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIÓNES – COLPENSIONES: NIT 

900336004- 7, Empresa Industrial y Comercial del Estado creada por la ley 1151 de 

2007, organizada como Entidad financiera de carácter especial conforme lo 

estipulado en el decreto 4121 de 2011, vinculada al Ministerio del Trabajo, 

administradora del Régimen de Prima Media con Prestación Definida y la 

administración del Sistema de Ahorro de Beneficios Económicos Periódicos de que 

trata el Acto Legislativo 01 de 2005 y las demás prestaciones especiales que 

determine la Constitución y la Ley, en su calidad de Entidad financiera de carácter 

especial. 

 

Representación legal: La representación legal es ejercida por el doctor JUAN MIGUEL 

VILLA LORA, identificado con la cédula de ciudadanía número 12.435.765, conforme 

certificado emitido por la Superintendencia Financiera.   

 

Domicilio de la Entidad: El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., Carrera 10 

No. 72-33 Torre B piso 11, No. Telefónico: 2170100. 
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LA PARTE DEMANDADA     

 

MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY, identificado con el número de cedula No. 

34535127 con domicilio en la Carrera 10A # 6-06 barrio valencia de la ciudad de 

Popayán, Cauca  Correo Electrónico: glorialumanquillob@gmail.com y cel: 

3007732153 

 

PRETENSIONES 

1. Que se declare la NULIDAD PARCIAL de la Resolución No. SUB 145459 del 

30 de mayo de 2018 expedida por Colpensiones, mediante el cual se le reconoce una 

PENSION DE VEJEZ a favor de la señora MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY,  toda 

vez que al momento de la liquidación de su pensión de vejez  se tuvo en cuenta un 

IBL mayor al que en derecho le corresponde, arrojando una mesada pensional 

superior, por lo cual es contraria a la ley. 

2. A título de RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, se ORDENE a la señora 

MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY a REINTEGRAR a favor de COLPENSIONES las 

sumas económicas recibidas por concepto de la diferencia de las mesadas pagadas, 

mas aquellas que se continúan pagando, retroactivo y aportes en salud recibidos de 

forma irregular con ocasión del reconocimiento de pensión la pensión de vejez en 

cuantía superior a la que en derecho le corresponde.  

 

3. Se ordene la INDEXACIÓN de las sumas reconocidas en esta demanda, a 

favor de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIÓNES – COLPENSIONES, y al 

pago de intereses a los que hubiere lugar, como consecuencia de los pagos 

realizados en virtud del reconocimiento de la pensión de vejez a favor de la señora 

MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY en cuantía superior a la correspondiente. 

 

4. Se condene en costas a la parte demandada. 

 

 

HECHOS Y OMISIONES QUE FUNDAMENTAN LAS PRETENSIONES. 

 

PRIMERO: Mediante Resolución No. SUB 145459 del 30 de mayo de 2018, se 
reconoció pensión de Vejez al señor(a) MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY, 
identificado (a) con CC No. 34,535,127, con lo establecido en la ley 797 de 2003, para 
lo cual se tuvieron en cuenta 1,485 semanas, con un IBL de $1,966,220 con una tasa 
de remplazo del 68.67% para una cuantía inicial de $1,350,203 M/CTE efectiva a partir 
del 01 de diciembre de 2017. 
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SEGUNDO: En fecha de 7 de diciembre de 2020 la señora MANQUILLO BARCO 
GLORIA LUCELY, identificada con CC No. 34,535,127, solicitó la reliquidación de una 
PENSION DE VEJEZ, bajo el radicado 2020_12560132. 
 
TERCERO: Con el fin de resolver la solicitud presentada, Colpensiones decide realizar 
nuevamente un exhaustivo estudio pensional con el fin de resolver las inquietudes 
presentadas sobre el acto administrativo que reconoció la prestación de vejez en 
favor del demandado. 
 
CUARTO: De dicho estudio realizado, se pudo determinar la señora MANQUILLO 
BARCO GLORIA LUCELY, acredita un total de 10,398 días laborados, 
correspondientes a 1,485 semanas, que nació el 25 de noviembre de 1960 y 
actualmente cuenta con 60 años de edad. 
 
QUINTO: Que a partir de lo anteriormente enunciado se procedió a realizar la 
liquidación de la prestación reconocida, la cual se resume de la siguiente manera: 
IBL: 1.966.053 x 68.67 = $1.350.089 
 
SEXTO: De la misma manera Colpensiones evidencia que al verificar el aplicativo de 
nómina se constata que la demandada actualmente devenga una mesada 
equivalente a $1,350,203 y al verificar el valor obtenido en el presente estudio se 
obtiene una mesada inferior a la que actualmente devenga ya que arrojo un valor de 
$1.350.089. 
 
SEPTIMO: El motivo por el cual la mesada pensional disminuye, tiene asidero en que 
al momento en que se liquidó la prestación efectuada mediante Resolución No. SUB 
145459 del 30 de mayo de 2018, se tuvo en cuenta un IBL mayor al tomado para la 
reliquidación, toda vez que de conformidad con la historia laboral los IBC correctos 
para los años 1998 y 2000 son los utilizados en la reliquidación, los cuales son 
inferiores. 
 
OCTAVO: Que, conforme a lo anterior, tenemos que el IBL calculado inicialmente en 
Resolución No. SUB 145459 del 30 de mayo de 2018, se vio disminuido al reportar 
unos IBC para los años 1998 y 2000 inferiores a los tenidos en cuentos en la 
prestación inicial, por tanto, al realizar las operaciones aritméticas aplicando la 
fórmula establecida en el artículo 10 de la ley 797 de 2003, como se explicó con 
anterioridad, conllevan a que se tenga un valor de mesada inferior al que 
actualmente devenga. 
 
NOVENO: Así las cosas, a través de la Resolución APSUB 937 del 12 de abril de 2021 
se le solicitó a la demandada para que allegara en el término de un (1) mes 
autorización para revocar el acto administrativo Resolución No. SUB 145459 del 30 
de mayo de 2018, el cual fue debidamente notificado sin que a la fecha de la presente 
la señora MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY se hubiere pronunciado sobre la 
revocatoria parcial del acto administrativo lesivo. 
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DECIMO: Así las cosas, la señora MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY debe 
reintegrar a Colpensiones los valores recibidos de más por concepto de diferencias 
de mesadas pensional, aportes en salud y retroactivo pensional. 
  

FUNDAMENTOS DE DERECHO, NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE SU 

VIOLACIÓN. 

 

Normas Violadas y concepto de la violación:  

 

Norma superior transgredida: Articulo 48 Constitución Nacional, Artículo 12 y 20 

del Decreto 758 de 1990. 

 

Acto administrativo que dio lugar a la violación: Resolución No. SUB 145459 del 

30 de mayo de 2018. 

 

El presente libelo demandatorio encuentra fundamento en los preceptos 

constitucionales, acto legislativo 01 de 2005, la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado, las disposiciones del 

decreto 758 de 1990 y todas las normas que la modifican y adicionan, de 

conformidad con lo que a continuación se expondrá. 

 

Para efectos de elaborar el concepto de violación, debemos señalar que los actos 

demandados, Resolución No. SUB 145459 del 30 de mayo de 2018, respectivamente 

en favor de la señora MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY, viola de manera ostensible 

la norma en que debió fundarse, este es, el decreto 758 de 1990 y la jurisprudencia 

concordante respecto al tema, en la forma como se verá a continuación. 

 

1. Régimen legal de pensión de Vejez para el caso de estudio: 

 

Para el caso en concreto, se tiene claro que la señora MANQUILLO BARCO GLORIA 

LUCELY, solicitó el reconocimiento y pago de pensión de vejez y su posterior 

reliquidación, por considerar que reunía los requisitos legales para dicho 

reconocimiento. 

 

Mi representada luego de varios estudios y teniendo en cuenta los periodos 

cotizados efectivamente, logra corroborar con base en la información arrojada, que 

la normativa que le resulta aplicable es la contenida en el Decreto 758 de 1990 bajo 

el carácter de pensión compartida. 

Entrando al asunto bajo estudio y conforme a las características  del caso, es 

necesario estudiar dicha petición a  la luz del decreto 758 de 1990. 

 

Que para efectos de establecer el monto de liquidación de la presente prestación, se 
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tendrá en cuenta el artículo 20 del Decreto 758 de 1990, el cual establece: “las 
pensiones por vejez se integrarán así: a) Con una cuantía básica igual al cuarenta y 
cinco por ciento (45%) del salario mensual de base y, b) Con aumentos equivalentes 
al tres por ciento (3%) del mismo salario mensual de base por cada cincuenta (50) 
semanas de cotización que el asegurado tuviere acreditadas con posterioridad a las 
primeras quinientas (500) semanas de cotización. El valor total de la pensión no 
podrá superar el 90% del salario mensual de base ni ser inferior al salario mínimo 
legal mensual ni superior a quince veces este mismo salario”. 
 
Que de acuerdo a la normativa aplicable, se evidenció que la mesada correcta para 

el año 2021 corresponde a la suma de $1.350.089, la cual es inferior a la que se 

encuentra percibiendo el demandado en la nómina General de Pensionados de la 

Entidad por valor de $1.350.203, esto teniendo en cuenta que para la liquidación 

inicial que reconoció la pensión de vejez se tuvo en cuenta unos IBC para los años 

1998 y 2000 superiores a los que correspondían, lo cual influyó al momento de 

arrojar la mesada pensional. 

 

Artículo 12 del Decreto 758 del 11 de abril de 1990, “Tendrán derecho a la 

pensión de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos: a) Sesenta (60) o 

más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se 

es mujer y, b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante 

los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o 

haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en 

cualquier tiempo”.  

 

La norma precitada en el párrafo inmediatamente anterior se aplica por remisión del 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 que textualmente establece: “La edad para acceder 

a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el 

monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia 

el sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta 

(40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios 

cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. 

Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la 

pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la Ley 100 de 1993.” 

 

El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso 

anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el 

promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado 

durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en 

la variación del Índice de Precios al Consumidor, según certificación que expida el 

DANE”. 
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Para efectos de establecer el monto de liquidación de la presente prestación, se 

tendrá en cuenta el artículo 20 del Decreto 758 de 1990, el cual establece: “las 

pensiónes por vejez se integraran así: a) Con una cuanta básica igual al cuarenta y 

cinco por ciento (45%) del salario mensual de base y, b) Con aumentos equivalentes 

al tres por ciento (3%) del mismo salario mensual de base por cada cincuenta (50) 

semanas de cotización que el asegurado tuviere acreditadas con posterioridad a las 

primeras quinientas (500) semanas de cotización. El valor total de la pensión no podrí 

superar el 90% del salario mensual de base ni ser inferior al salario mínimo legal 

mensual ni superior a quince veces este mismo salario”. 

 

Los artículos 13 y 35 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del 

mismo año, establecen que la pensión se reconocer reunidos los requisitos mínimos 

y ser necesaria su desafiliación al régimen para que se pueda disfrutar de la misma; 

para su liquidación se tendrá en cuenta hasta la última semana efectivamente 

cotizada. 

 

Colpensiones al revisar la Resolución precitada, emitida por Colpensiones, por medio 

de la cual reconoció pensión de vejez a favor de la señora demandada se dio cuenta 

que dicha pensión no se había proferido bajo los parámetros de liquidación de dicha 

pensión de vejez, toda vez que no se tuvo en cuenta los verdaderos IBC registrados 

en la historia laboral. 

 

2. Resultado de la confrontación de la norma violada y el hecho 

 

En la presente demanda, tenemos que al  demandado se le reconoció pensión de 

vejez de acuerdo con el Decreto 758 de 1990.  

 

Sin embargo, la PENSION DE VEJEZ reconocida en la Resolución se tuvo en cuenta 

unos IBC para los años 1998 y 2000 superiores a los que correspondían. 

 

Que la disminución en la mesada pensional ocurre, toda vez que en el momento que 

se liquidó la prestación efectuada mediante la Resolución No. SUB 145459 del 30 de 

mayo de 2018, se tuvo en cuenta un IBL mayor al tomado para la reliquidación, toda 

vez que de conformidad con la historia laboral los IBC correctos para los años 1998 

y 2000 son los utilizados en la reliquidación, los cuales son inferiores. 

 

De conformidad con lo anterior, se tiene que el IBL calculado inicialmente en 

Resolución No. SUB 145459 del 30 de mayo de 2018, se vio disminuido al reportar 

dichas inconsistencias para los periodos de 1998 y 2000, por tanto, al realizar las 

operaciones aritméticas aplicando la fórmula establecida en el artículo 10 de la ley 

797 de 2003, como se explicó con anterioridad, conllevan a que se tenga un valor de 

mesada inferior al que actualmente devenga. 
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En ese sentido, resulta necesario solicitar revocar el acto administrativo proferido 

inicialmente por Colpensiones de manera equivoca, toda vez que el demandado 

viene devengando una mesada pensional superior a la que en derecho le 

corresponde. 

 

Artículo 12 del Decreto 758 del 11 de abril de 1990, “Tendrán derecho a la pensión 

de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos: a) Sesenta (60) o más años 

de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y, 

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los 

últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber 

acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en 

cualquier tiempo”. 

 

Para efectos de establecer el monto de liquidación de la presente prestación, se 

tendrá en cuenta el artículo 20 del Decreto 758 de 1990, el cual establece: “las 

pensiónes por vejez se integrarán así: a) Con una cuantía básica igual al cuarenta y 

cinco por ciento (45%) del salario mensual de base y, b) Con aumentos equivalentes 

al tres por ciento (3%) del mismo salario mensual de base por cada cincuenta (50) 

semanas de cotización que el asegurado tuviere acreditadas con posterioridad a las 

primeras quinientas (500) semanas de cotización. El valor total de la pensión no 

podrá superar el 90% del salario mensual de base ni ser inferior al salario mínimo 

legal mensual ni superior a quince veces este mismo salario”. 

Concluyéndose de lo citado que la  liquidación de la pensión fue irregular por cuanto 
no se liquidó bajos los parámetros establecidos por la Ley, lo que altera la mesada 
pensional arrojando un resultado inferior a la mesada que viene devengando el 
pensionado, afectando el erario público y la sostenibilidad del sistema. 

Así las cosas, es evidente que nos encontramos ante un detrimento financiero de 

Colpensiones, entidad que administra las cotizaciones de todos los Colombianos; 

por ello De conformidad con lo establecido en la Constitución Política en su artículo 

48, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2005, 

 

“El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 

Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago 

de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia 

pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto 

legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas.”  

 

Es así  que al  permitir o apadrinar la liquidación de una prestación superior a la 

correspondiente sin cumplir los requisitos de la Ley y la jurisprudencia para hacerlo, 

se desconoce el principio de la sostenibilidad o equilibrio financiero y se condena al 
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Estado a tener que asumir cargas procesales que a corto o largo plazo desencadenan 

en una desfinanciación del sistema amenazando su sostenibilidad. 

 

 

3. Revocatoria de los actos administrativos.  

 

Ahora bien, en relación con la revocatoria de actos administrativos, el artículo 93 y 

97 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

establece la procedencia de la revocatoria de actos administrativos cuando sean 

contrarios a la ley. 

 

“Artículo 93. Causales de revocación. Los actos administrativos deberán ser 
revocados por las mismas autoridades que los hayan expedido o por sus inmediatos 
superiores jerárquicos o funcionales, de oficio o a solicitud de parte, en cualquiera 
de los siguientes casos: 
1. Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley. 
2. Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él. 
3. Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. 
Artículo 97. Revocación de actos de carácter particular y concreto. Salvo las 
excepciones establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea expreso 
o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y 
concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el 
consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular. 
Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario 
a la Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. 
Si la Administración considera que el acto ocurrió por medios ilegales o fraudulentos 
lo demandará sin acudir al procedimiento previo de conciliación y solicitará al juez 
su suspensión provisional. 
Parágrafo. En el trámite de la revocación directa se garantizarán los derechos de 
audiencia y defensa.” 
 
En el acto hoy demandado se reconoce una pensión de vejez sin el carácter de 

compartida, lo cual arrojo una mesada pensional superior  a la establecida  en el 

decreto 758 de 1990 con relación a la pensión compatible que es la que en derecho 

le corresponde al hoy demandado,  es por ello que es necesario que sea declarada 

la nulidad del acto administrativo que fue expedido de forma irregular reconociendo 

y liquidando de manera errada la mesada pensional, correspondiéndole una mesada 

inferior a la inicialmente reconocida. 

 

Colpensiones al evidenciar que para la liquidación de la pensión no se tuvo en cuenta 

los parámetros de la pensión de vejez en el sentido de no computar todas las 
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semanas en su totalidad, se considera  necesario la revocatoria parcial del acto 

administrativo demandado, por lo que se solicitó al pensionado autorización para 

revocar parcialmente la mencionada resolución, de la cual esta se negó a autorizar. 

 

Finalmente, es pertinente traer a colación lo expuesto por el Consejo de Estado en 

relación con el ejercicio de demanda de lesividad contra actos administrativos 

expedidos por la administración, para aclarar, por si existe duda, su procedibilidad: 

 
“Para el caso de la presente demanda, es necesario la declaratoria de nulidad parcial 

y el retrotraer los efectos de un acto administrativo contrario a derecho. 

 

4. En relación con el ejercicio del Medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho- acción de lesividad: 

 

El ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 

consagrado en el artículo 138 de la ley 1437 de 2011, en el cual el Estado demanda 

su propio acto para buscar la nulidad del mismo, la paralización de sus efectos 

jurídicos, y el restablecimiento del derecho conculcado, se utiliza cuando no se 

obtiene el consentimiento del particular al que se le reconoce un derecho personal 

a su favor, y no es posible que la administración pueda revocar directamente el acto, 

o cuando en virtud de su revocatoria en vía administrativa de conformidad con lo 

reglado el artículo 19 de la Ley 797 de 2003 y el artículo 243 de la Ley 1450 de 2011 

y sentencia de unificación SU 182 de 2019, debe acudirse al juez administrativo para 

la recuperación del pago de lo no debido o el restablecimiento del derecho otorgado 

de forma indebida. 

 

Este medio de control se hace indispensable para reversar la ilegalidad de que está 

envuelta el acto nacido a la vida jurídica y cual está surtiendo efectos para así evitar 

la continuidad de los mismos, o el restablecimiento de intereses nocivos para la 

administración pública- El estado. 

 

5. En relación con  el agotamiento de requisito de procedibilidad para el 

ejercicio de la acción: Improcedencia de la Conciliación Extrajudicial 

 

Ley 1285 de 2009, establece:  

 

ARTÍCULO 13. Apruébese como artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 el siguiente: 
Artículo 42A. Conciliación judicial y extrajudicial en materia contencioso-
administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 
conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones 
previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en 
las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación 
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extrajudicial.”. 
 

Se tiene entonces, que la conciliación extrajudicial se exige como requisito de 

procedibilidad cuando se trate de asuntos conciliables, es decir aquellos, de 

conformidad con lo establecido en la Ley 448 de 1998, susceptibles de transacción y 

desistimiento. 

Adicionalmente el artículo 167 de la ley 1437 de 2011: “La presentación de la 
demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa 
y controversias contractuales. 

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y 
cuando no se encuentre expresamente prohibida. 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios 
ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación.” 

Además de ello, el artículo 97 de la ley 1437 de 2011 señala al respecto si “la 
Administración considera que el acto ocurrió por medios ilegales o fraudulentos lo 
demandará sin acudir al procedimiento previo de conciliación y solicitará al juez su 
suspensión provisional”. 
 

Y el artículo 613 del Código general del Proceso, al respecto dice:  

 

“…No será necesario agotar el requisito de procedibilidad… cuando quien 
demande sea una entidad pública”. 
 

Por todo lo expuesto no es necesario el agotamiento de este requisito de 

procedibilidad en esta clase de medio de control. 

 

PRUEBAS 

Documentales. 

Con la presente demanda se aportan las siguientes pruebas documentales: 

 

● Expediente administrativo dela afiliada  MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY, el 

cual contiene entre otros, los siguientes documentos: 

 

 Resolución No. SUB 145459 del 30 de mayo de 2018. 

 Resolución APSUB 937 del 12 de Abril de 2021 
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 Resolución SUB 116387 del 19 de mayo de 2021. 

 Certificado de nómina. 

 Historia laboral. 

 

CUANTÍA 

 

La cuantía del presente asunto se estima en la suma de $7.204.900 por concepto de 

diferencia en las mesadas, retroactivo pensional y aportes en salud recibidos de 

manera irregular, así: (Ver tabla anexa de liquidación detallada). 

 
 

 

MEDIDA CAUTELAR  

 

Solicitó se declare la suspensión provisional de los efectos jurídicos del acto 

administrativo Resolución No. SUB 145459 del 30 de mayo de 2018mediante la cual 

Colpensiones reconoce una pensión de vejez teniendo en cuenta un IBL superiora la 

que en derecho le corresponde, lo cual en su liquidación arrojó una mesada 

pensional por un mayor valor. 

 

Normas violadas 

 
La normatividad reguladora de dicha prestación, consigna las siguientes 

características,  
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En la presente demanda, tenemos que al  demandado se le reconoció pensión de 

vejez de acuerdo con el Decreto 758 de 1990.  

 

Sin embargo, la PENSION DE VEJEZ reconocida en la Resolución se tuvo en cuenta 

unos IBC para los años 1998 y 2000 superiores a los que correspondían. 

 

Que la disminución en la mesada pensional ocurre, toda vez que en el momento que 

se liquidó la prestación efectuada mediante la Resolución No. SUB 145459 del 30 de 

mayo de 2018, se tuvo en cuenta un IBL mayor al tomado para la reliquidación, toda 

vez que de conformidad con la historia laboral los IBC correctos para los años 1998 

y 2000 son los utilizados en la reliquidación, los cuales son inferiores. 

 

De conformidad con lo anterior, se tiene que el IBL calculado inicialmente en 

Resolución No. SUB 145459 del 30 de mayo de 2018, se vio disminuido al reportar 

dichas inconsistencias para los periodos de 1998 y 2000, por tanto, al realizar las 

operaciones aritméticas aplicando la fórmula establecida en el artículo 10 de la ley 

797 de 2003, como se explicó con anterioridad, conllevan a que se tenga un valor de 

mesada inferior al que actualmente devenga. 

 

En ese sentido, resulta necesario solicitar revocar el acto administrativo proferido 

inicialmente por Colpensiones de manera equivoca, toda vez que el demandado 

viene devengando una mesada pensional superior a la que en derecho le 

corresponde. 

 

Artículo 12 del Decreto 758 del 11 de abril de 1990, “Tendrán derecho a la pensión 

de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos: a) Sesenta (60) o más años 

de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y, 

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los 

últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber 

acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en 

cualquier tiempo”. 

 

Para efectos de establecer el monto de liquidación de la presente prestación, se 

tendrá en cuenta el artículo 20 del Decreto 758 de 1990, el cual establece: “las 

pensiones por vejez se integrarán así: a) Con una cuantía básica igual al cuarenta y 

cinco por ciento (45%) del salario mensual de base y, b) Con aumentos equivalentes 

al tres por ciento (3%) del mismo salario mensual de base por cada cincuenta (50) 

semanas de cotización que el asegurado tuviere acreditadas con posterioridad a las 

primeras quinientas (500) semanas de cotización. El valor total de la pensión no 

podrá superar el 90% del salario mensual de base ni ser inferior al salario mínimo 

legal mensual ni superior a quince veces este mismo salario”. 
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Concluyéndose de lo citado que la  liquidación de la pensión fue irregular por cuanto 
no se liquidó bajos los parámetros establecidos por la Ley, lo que altera la mesada 
pensional arrojando un resultado inferior a la mesada que viene devengando el 
pensionado, afectando el erario público y la sostenibilidad del sistema. 

Así las cosas, es evidente que nos encontramos ante un detrimento financiero de 

Colpensiones, entidad que administra las cotizaciones de todos los Colombianos; 

por ello De conformidad con lo establecido en la Constitución Política en su artículo 

48, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2005, 

 

“El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 

Pensiónal, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago 

de la deuda pensiónal que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia 

pensiónal que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto 

legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas.”  

 

Es así  que al  permitir o apadrinar la liquidación de una prestación superior a la 

correspondiente sin cumplir los requisitos de la Ley y la jurisprudencia para hacerlo, 

se desconoce el principio de la sostenibilidad o equilibrio financiero y se condena al 

Estado a tener que asumir cargas procesales que a corto o largo plazo desencadenan 

en una desfinanciación del sistema amenazando su sostenibilidad. 

 

  JURISDICCIÓN, COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO. 

 

De conformidad con lo regulado en la ley 1437 de 2011 - Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en lo concerniente a la 

competencia de la Jurisdicción de lo contencioso administrativo, me permito traer a 

colación lo regulado en la normatividad citado así: 

 

Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto 
en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios 
originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 
particulares cuando ejerzan función administrativa.  

  Igualmente conocerá de los siguientes procesos:  
 (   …)4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos 
y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público.  
Parágrafo. Para los solos efectos de este Código, se entiende por entidad pública 
todo órgano, organismo o entidad estatal, con independencia de su denominación; 
las sociedades o empresas en las que el Estado tenga una participación igual o 
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superior al 50% de su capital; y los entes con aportes o participación estatal igual o 
superior al 50%.  
 

Por lo anterior, al ser la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIÓNES – 

COLPENSIONES, entidad pública, y al estar en controversia un acto expedido por 

dicha entidad de derecho pública, la competencia para dirimir la legalidad del acto 

administrativo demandado corresponde a esta Jurisdicción. 

 

En relación con la cuantía, - específicamente en el artículo 155, es usted competente 

para tramitar la presente demanda, según el cual, esta Corporación conocerá de los 

actos administrativos de carácter laboral, que no provengan de un contrato de 

trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, 

cuando la cuantía NO exceda de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

Específicamente se resalta que la Corte Constitucional en sentencia SU 182 de 2019, 

señaló: 

Efectos de la revocatoria. La revocatoria directa sólo tiene efectos hacia el futuro (ex 
nunc). La administración no puede recuperar los dineros que haya girado en una 
maniobra fraudulenta a través de este mecanismo, sino que debe acudir al juez 
administrativo, quién sí es competente para retrotraer todas las consecuencias que 
ocasionó un acto administrativo contrario a derecho. 
 
Por lo anterior, es usted competente para conocer del presente proceso. 

 

ANEXOS 

 

● Poder para actuar al abogado  

● Los relacionados en el acápite de pruebas. – Expediente Administrativo 

● Constancia de envió de la demanda y sus anexos al demandado. 

 

                                                 NOTIFICACIONES 

 

 La parte demandada: MANQUILLO BARCO GLORIA LUCELY, identificado 

con el número de cedula No. 34535127 con domicilio en la Carrera 10A # 6-06 Barrio 

Valencia de la ciudad de Popayán, Cauca  Correo Electrónico: 

glorialumanquillob@gmail.com y cel: 3007732153. La anterior información fue 

obtenida de la información suministrada por el demandado en los diferentes 

trámites realizados ante la entidad demandante. 

 

 A COLPENSIONES en la Carrera 10 N° 72-33 Torre B piso 11, N° telefónico: 

2170100- Bogotá. Correo: notificacionesjudiciales@Colpensiones.gov.co  
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 A la suscrita apoderada en la calle 22 N° 15 – 71 Edificio Arenas Oficina 301 

en Sincelejo, Sucre.  

 

Autorizo que las notificaciones que se surtan en el presente proceso sean enviadas 

a mi correo electrónico: paniaguacohenabogadossas@gmail.com 

 

 

Respetuosamente,  

 

 
 
ANGELICA COHEN MENDOZA,  

C.C No. 32.709.957 de Barranquilla,  

T.P. No. 102.786 del C. S de la J. 
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